Decreto Foral 2/2007, del Consejo de Diputados, de 30 de enero, que aprueba el Reglamento regulador en el Territorio Histórico de Álava del Procedimiento de las reclamaciones y recursos en vía económico-administrativa.

BOTHA núm. 18 del 12 de febrero de 2007

La aprobación de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, ha supuesto una significativa renovación de los procedimientos conforme a los cuales la Administración del Territorio Histórico de Álava ejerce sus funciones en materia tributaria.

Entre estos procedimientos se encuentra el de revisión en vía económico-administrativa regulado en el Capítulo IV del Título V, aplicable a los actos administrativos de esta naturaleza y a los conflictos tributarios entre particulares y precisado de desarrollo reglamentario de acuerdo con la habilitación normativa prevista en la Norma Foral.

Esta nueva regulación del procedimiento de las denominadas reclamaciones económico-administrativas se aplica asimismo a la revisión de los actos de distintos órganos forales para la recaudación ejecutiva de todo tipo de ingresos de derecho público, tributarios o no tributarios, de la Diputación Foral de Álava o de otra Administración Pública, a las obligaciones de la Tesorería Foral y al reconocimiento y pago de pensiones y derechos pasivos.

Por ello, y con el fin de evitar situaciones de dispersión normativa, se ha elaborado un texto único de la revisión económico-administrativa mediante la incorporación al Reglamento de los preceptos de la Norma Foral que tienen carácter procedimental y de los que resultan imprescindibles para un entendimiento global de la materia, además de los de carácter organizativo interno recogidos actualmente en distintas disposiciones.

El Reglamento se estructura en tres Capítulos dedicados a Normas Generales, Procedimientos Económico-Administrativos, Recurso Extraordinario de Revisión, Procedimiento Especial de Rectificación de Errores y Recurso contencioso administrativo.

El Capítulo I regula el ámbito material de la vía económico-administrativa, los actos y actuaciones susceptibles de reclamación, los actos excluidos, la organización y el funcionamiento del Tribunal, los interesados y la suspensión de ejecución de los actos objeto de revisión.

El Capítulo II regula las normas generales de cómputo de plazos y régimen de notificaciones, el procedimiento general en sus diversas fases, las modalidades de interposición y de instrucción, el régimen de la prueba, las formas de terminación y la ejecución. Desarrolla también el procedimiento de revisión de las actuaciones entre particulares con motivo de repercusiones, ingresos a cuenta o retenciones de impuestos.

Finaliza el Reglamento con un tercer Capítulo dedicado al Recurso Extraordinario de Revisión contra actos y acuerdos o resoluciones firmes, al Procedimiento de Rectificación de errores y al recurso contencioso administrativo.

De acuerdo con la naturaleza y contenido del propio Decreto Foral, una vez elaborado el anteproyecto fue sometido a audiencia e información pública.

Vistos, el informe del Organismo Jurídico Administrativo de Álava y el de la Comisión Consultiva.

En su virtud, al amparo de la habilitación normativa de la Disposición Final Decimoctava de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, a propuesta del Diputado General y previa deliberación del Consejo de Diputados en sesión celebrada en el día de hoy, 

DISPONGO:

Capítulo I

Normas Generales

Sección 1ª Ámbito de la vía económico-administrativa.

Artículo 1.- Objeto y ámbito de aplicación.


1.- El presente Reglamento desarrolla la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, en materia de procedimiento en las reclamaciones y recursos en vía económico-administrativa.


2.- La impugnación en vía económico-administrativa de los actos de la Administración General del Territorio Histórico de Álava que recaigan sobre las materias que se mencionan en el artículo siguiente se regirá por lo establecido en las normas que los regulan y en el presente Reglamento Foral.


3.- Las disposiciones de este Reglamento se aplicarán asimismo a la impugnación de las actuaciones u omisiones de los particulares en materia tributaria cuando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 corresponda la competencia.

Artículo 2.- Ámbito material.


Podrá reclamarse en vía económico-administrativa en relación con las siguientes materias:

a) La aplicación de los tributos y la imposición de sanciones tributarias.

b) La recaudación ejecutiva de otros ingresos de derecho público de la Diputación Foral de Álava y de la Administración Institucional vinculada o dependiente de la misma, así como de los ingresos de derecho público de otras Administraciones Públicas en los casos de convenio al efecto con la Diputación Foral de Álava.

c) Las obligaciones de la Tesorería Foral.

d) Las pensiones y derechos pasivos que sean competencia de la Diputación Foral de Álava.

e) Cualquier otra que se establezca expresamente por Norma Foral. 

Artículo 3.- Actos susceptibles de reclamación económico-administrativa.


1.- La reclamación económico-administrativa será admisible, en relación con las materias a las que se refiere el artículo anterior, contra los actos siguientes:

a) Los que provisional o definitivamente reconozcan o denieguen un derecho o declaren una obligación o un deber.

b) Los de trámite que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o pongan término al procedimiento.


2.- En particular, en materia tributaria son impugnables:

a) Las liquidaciones provisionales o definitivas.

b) Las resoluciones, y los actos presuntos desestimatorios, de solicitudes de rectificación de autoliquidaciones.

c) Las comprobaciones de valor de rentas, productos, bienes, derechos y gastos.

d) Los actos que reconozcan o denieguen exenciones, beneficios o incentivos fiscales.

e) Los actos que aprueben o denieguen planes especiales de amortización.

f) Los actos que determinen el régimen tributario aplicable a un obligado tributario y las obligaciones a su cargo, excepto que procedan de procedimientos de vinculación administrativa previa.

g) Los actos de imposición de sanciones.

h) Los actos de fijación de valores catastrales y los actos de gestión catastral.

i) Los actos de calificación de actividades y señalamiento de cuotas y los actos de gestión censal.

j) Los actos y actuaciones derivados de la gestión recaudatoria.

k) Las resoluciones de los procedimientos de rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos.

l) Las resoluciones de los procedimientos de devolución de ingresos indebidos.

m) Las resoluciones que inadmitan o denieguen las solicitudes de suspensión de ejecución en el recurso de reposición.

n) Las resoluciones de los recursos de reposición.

o) Cualquier otro que por Norma Foral se considere expresamente impugnable.


3.- En particular, en materia no tributaria son impugnables:

a) Las inadmisiones y denegaciones de aplazamientos y fraccionamientos de pago de deudas en período ejecutivo.

b) Las providencias de apremio

c) Las diligencias de embargo.

d) Las declaraciones de responsabilidad.

e) Los acuerdos de enajenación.

f) El reconocimiento y el pago de las obligaciones de la Tesorería Foral.

g) El reconocimiento y el pago de toda clase de pensiones y derechos pasivos.

h) Cualquier otro que por disposición de carácter general se considere expresamente impugnable.


4.- Igualmente serán impugnables, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42, las siguientes actuaciones u omisiones de los particulares:

a) Las derivadas de las obligaciones de repercutir y soportar la repercusión prevista legalmente.

b) Las derivadas de las obligaciones de practicar y soportar retenciones o ingresos a cuenta.

c) Las derivadas de las obligaciones de expedir, entregar y rectificar facturas que incumben a los empresarios y profesionales.

d) Las derivadas de las relaciones entre el sustituto y el contribuyente.

Artículo 4.- Actos excluidos


No se admitirán reclamaciones económico-administrativas respecto de los actos siguientes:

a) Los que den lugar a reclamación en vía administrativa previa a la judicial, civil o laboral o pongan fin a dicha vía.

b) Los dictados en procedimientos en los que esté reservada a otro órgano la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

c) Los dictados en virtud de una Norma Foral o disposición de rango legal que los excluya de reclamación económico-administrativa.

Artículo 5.- Modalidades de impugnación.


Las impugnaciones en vía económico-administrativa se ordenan en las siguientes modalidades:

a) Reclamación económico-administrativa.

b) Recurso extraordinario de revisión.

c) Rectificación de errores de los acuerdos y resoluciones de la vía económico-administrativa.

Sección 2ª: Órgano resolutorio, competencias y funcionamiento.

Artículo 6.- Órgano resolutorio.


1.- El Tribunal Económico-Administrativo del Territorio Histórico de Álava se denomina Organismo Jurídico Administrativo de Álava y tiene su sede en la ciudad de Vitoria-Gasteiz.


2.- Las menciones de este Reglamento al Organismo Jurídico Administrativo, al Tribunal Económico-Administrativo Foral, al Tribunal o similares se entenderán en idéntico sentido.

Artículo 7.- Competencias.


1.- El conocimiento y resolución de las impugnaciones en vía económico-administrativa corresponde en única instancia al Organismo Jurídico Administrativo de Álava.


2.- La competencia del Organismo Jurídico Administrativo es irrenunciable e improrrogable y no podrá ser alterada por la voluntad de los interesados. 


3.- Los acuerdos y resoluciones del Organismo Jurídico Administrativo de Álava agotan la vía administrativa. Contra los mismos podrá interponerse recurso contencioso administrativo en los términos señalados en la normativa reguladora de dicha Jurisdicción.

Artículo 8.- Composición del Tribunal Económico Administrativo.


1.- El Tribunal estará integrado por la Presidenta o el Presidente, tres Vocales como mínimo y el Secretario o la Secretaria y podrá funcionar en Pleno o en Salas. 


La creación, composición y supresión de las Salas, el reparto de atribuciones entre éstas y el pleno y la distribución de asuntos entre ellas se determinarán mediante resolución de la Presidencia.


2.- El Pleno estará integrado por la Presidenta o el Presidente, los y las Vocales y el Secretario o la Secretaria. 


3.- Las Salas estarán formadas por el Presidente o la Presidenta, uno o más Vocales y la Secretaria o el Secretario.


4.- El nombramiento y separación de todos los miembros del Tribunal se realizará de conformidad con lo establecido en la relación de puestos de trabajo de la Diputación Foral de Álava.


5.- El Secretario deberá ser Licenciado en Derecho.


6.- En los casos de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal justificada, la Presidencia será sustituida por el Vocal de nombramiento más antiguo y, en caso de igual antigüedad, por el de mayor edad.


7.- Los y las Vocales, en los supuestos de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal justificada, serán sustituidos por los funcionarios o funcionarias Técnicos Superiores que realicen funciones de ponente y sean designados por la Presidencia.


8.- En los mismos supuestos del apartado anterior, el Secretario será sustituido por el Vocal, Licenciado en Derecho, de nombramiento más antiguo y, en caso de igual antigüedad, por el de mayor edad, excluido el que deba sustituir a la Presidencia. En su defecto, por el funcionario, Licenciado en Derecho, que designe la Presidencia.
Artículo 9.- Organización y régimen interno.


1.- El Presidente o la Presidenta representará al Organismo Jurídico Administrativo de Álava, ejercerá las funciones de dirección orgánica y funcional y de jefatura del personal adscrito al mismo, inspeccionará el despacho de los asuntos, distribuirá las reclamaciones, convocará las sesiones, aprobará los órdenes del día y autorizará la correspondencia con órganos de igual o superior rango.

Le corresponderá asimismo determinar los casos en que el Tribunal funcione en Pleno o en Salas, en función del volumen, características y especialidad de las reclamaciones.


2.- Los y las Vocales, el Secretario o la Secretaria y el Presidente o la Presidenta redactarán las ponencias de resolución y las resoluciones definitivas, los acuerdos sobre pruebas, suspensiones de ejecución e incidentes y realizarán cuantas tareas relacionadas con sus funciones les encomiende la Presidencia.


Así mismo, informarán al Secretario en la admisión o inadmisión de las pruebas propuestas por los interesados y a la Secretaría en la acumulación o desacumulación de las reclamaciones. 


3.- El Secretario asistirá en la tramitación de las reclamaciones, bastanteará los poderes y atenderá las comparecencias en materia de representación, acordará o denegará, previo informe de los ponentes, las pruebas propuestas por los interesados, levantará acta de las sesiones y de los demás trámites que lo precisen y notificará las resoluciones. 


4.- Todos los miembros del Tribunal ejercerán, con independencia y bajo su responsabilidad, las funciones que tengan atribuidas y las que les pueda asignar la Presidencia.

Artículo 10.- Funcionamiento del Tribunal.


1.- El Pleno del Tribunal celebrará al menos una sesión mensual y todos los miembros tendrán voz y voto.


2.- Para la válida constitución del Pleno se requerirá la presencia de todos sus componentes o de quienes deban sustituirlos. No obstante, quedará válidamente constituido en segunda convocatoria, una hora después de la señalada para la primera, con la asistencia de la mayoría absoluta de sus componentes.


3.- Las resoluciones y demás acuerdos se adoptarán por mayoría de votos de entre los asistentes, con voto de calidad del Presidente o de la Presidenta en caso de empate. 


4.- Todos los miembros del Tribunal están obligados a asistir a las sesiones y a participar en las deliberaciones. Ninguno de los asistentes podrá abstenerse de votar y el que disienta de la mayoría podrá formular voto particular por escrito en el plazo de 48 horas. El voto se incorporará al expediente y se hará mención a él en la resolución de la reclamación.


5.- Podrán ser oídos, a juicio del Tribunal o del Presidente o Presidenta, profesionales expertos o funcionarios cualificados al servicio de la Diputación Foral o de otra Administración, que se limitarán a informar sobre el asunto que haya motivado su presencia con obligación de guardar secreto.

Artículo 11.- Actas de las sesiones.


1.- De cada sesión celebrada se levantará un acta, que contendrá la identificación de los asistentes, el lugar y la duración de la sesión, la mención de los expedientes analizados, el resultado de las votaciones y el sentido de las resoluciones y de los demás acuerdos.


2.- Las actas se aprobarán en la misma o posterior sesión, se firmarán por el Secretario con el visto bueno del Presidente y se conservarán correlativamente numeradas en la Secretaría.


3.- Se considerarán como sesiones distintas, aunque se celebren en el mismo día, cada reunión que se celebre con asistencia de distintos componentes. 

Sección 3ª Acumulación de reclamaciones 

Artículo 12.- Acumulación.


1.- Cada reclamación económico-administrativa se referirá a un solo acto administrativo, salvo lo dispuesto en los apartados siguientes.


2.- Las reclamaciones económico-administrativas se podrán acumular a efectos de su tramitación y resolución en los siguientes casos:

a) Las interpuestas por un mismo interesado relativas al mismo tributo.

b) Las interpuestas por varios interesados relativas al mismo tributo siempre que deriven de un mismo expediente.

c) Las que tengan por objeto actos emanados del mismo órgano, cuando provengan de un mismo expediente y los actos deriven de una misma causa.

d) Cuando los actos provengan de un mismo órgano y en su impugnación por un mismo interesado se haga uso de las mismas excepciones o exista entre ellos cualquier conexión directa aunque provengan de distinto expediente.

e) Cuando un mismo interesado impugne actuaciones u omisiones de un mismo particular y exista entre ellas una conexión directa o se planteen idénticas cuestiones.

f) Cuando entre las reclamaciones exista cualquier conexión directa y convenga la acumulación por razones de economía procedimental.


3.- Se acumulará la reclamación interpuesta contra una sanción tributaria si antes de su resolución hubiera tenido entrada en el Registro del Tribunal reclamación respecto de la deuda de la que derive.


4.- La Secretaría o el Tribunal, según la fase en que se encuentren las actuaciones, de oficio o a instancia de los interesados, podrá acordar la acumulación o desacumulación, sin que por tal motivo se retrotraigan las actuaciones ya producidas.


5.- Se entenderá que se ha solicitado la acumulación cuando el interesado interponga una única reclamación que incluya varias deudas, bases, valoraciones, actos, actuaciones u omisiones y cuando varios interesados reclamen en un mismo escrito. En estos casos, se entenderá admitida la acumulación, sin necesidad de acuerdo expreso, cuando no se notifique lo contrario.


6.- Denegada la acumulación o producida la desacumulación, cada reclamación proseguirá su propia tramitación consignando en cada uno de los nuevos expedientes copia cotejada de todo lo actuado hasta entonces.


7.- Los acuerdos sobre acumulación o desacumulación no serán recurribles.

Sección 4ª Interesados

Artículo 13.- Capacidad de obrar


Tendrán capacidad de obrar, además de las personas que la tengan conforme a derecho, los menores de edad y los incapacitados, para el ejercicio y defensa de aquéllos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico administrativo sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate.


Artículo 14.- Legitimación.


1.- Estarán legitimados para promover reclamaciones económico-administrativas:

a) Los obligados tributarios y los sujetos infractores.

b) Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos resulten afectados por el acto impugnado o por la actuación u omisión tributaria impugnadas.



2.- No estarán legitimados:

a) Los funcionarios y empleados públicos, salvo en los casos en que inmediata y directamente se vulnere un derecho que en particular les esté reconocido o resulten afectados sus intereses legítimos.

b) Los particulares, cuando obren por delegación de la Administración o como agentes o mandatarios de ella.

c) Los denunciantes.

d) Los que asuman obligaciones tributarias en virtud de pacto o contrato.

e) Los organismos u órganos que hayan dictado el acto impugnado, así como cualquier otra entidad por el mero hecho de ser destinataria de los fondos gestionados mediante dicho acto.

Artículo 15.- Representación

1.- Los interesados podrán actuar en el procedimiento económico-administrativo por sí o por medio de representante.


2.- Por las personas jurídicas actuarán las personas que ostenten la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación, por disposición legal o por acuerdo válidamente adoptado.


3.- La representación podrá conferirse mediante comparecencia personal del interesado ante el Secretario del Tribunal o ante el funcionario que le sustituya, o acreditarse mediante poder notarial, documento privado con firma legitimada notarialmente o cualquier otro medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.


4.- El documento que acredite la representación se acompañará al primer escrito en que se haga uso del apoderamiento, que no se cursará sin este requisito. No obstante, la falta o la insuficiencia del poder no impedirá que se tenga por realizada la actuación de que se trate siempre que se acompañe aquél o se subsanen los defectos del presentado dentro del plazo de 10 días que a estos efectos concederá la Secretaría. En este mismo plazo el interesado podrá ratificar la actuación realizada por el compareciente en su nombre y aportar el documento acreditativo de la representación para actuaciones posteriores.


5.- La acreditación de la representación será exigible igualmente para proceder a la puesta de manifiesto del expediente.

Artículo 16.- Interesados

1.- En el procedimiento económico-administrativo ya iniciado podrán comparecer todos los que sean titulares de derechos o intereses legítimos que puedan resultar afectados por la resolución que hubiera de dictarse, sin que la tramitación haya de retrotraerse por tal motivo.


2.- Si durante la tramitación del procedimiento se advierte la existencia de otros titulares de derechos o intereses legítimos que no hayan comparecido en el mismo, se les notificará la existencia de la reclamación para que puedan formular alegaciones en un plazo de 10 días.


3.- Cuando en el procedimiento se plantee la personación de un posible interesado y no resulte evidente su derecho o su interés legítimo o que pudiese resultar afectado por la resolución que se dicte, se abrirá pieza separada y un plazo de alegaciones de 10 días, respecto de todos los interesados y respecto de aquél del que no resulte evidente tal condición.


4.- Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado anterior, el Tribunal resolverá lo que proceda en atención a lo alegado y a la documentación que pueda obrar en el expediente.


5.- La resolución que se dicte podrá ser objeto de recurso contencioso-administrativo.

Artículo 17.- Fallecimiento del interesado.


1.- Cuando la legitimación en el procedimiento derive de alguna relación jurídica transmisible, el causahabiente podrá suceder a su causante en cualquier estado de la reclamación.


2.- Si el Organismo Jurídico Administrativo estuviera conociendo una reclamación y tuviese noticia del fallecimiento de un interesado, acordará suspender la tramitación y llamar a sus causahabientes para que comparezcan en sustitución del fallecido dentro de un plazo que no exceda de un mes, advirtiéndoles que de no hacerlo dentro del plazo se tendrá por caducada la reclamación y se archivarán las actuaciones.


3.- El tiempo que dure la suspensión a que se refiere el apartado anterior no se tendrá en cuenta a efectos de lo dispuesto en el artículo 38 de este Reglamento.

Sección 5ª Suspensión de la ejecución del acto administrativo impugnado

Artículo 18.- Reglas generales.


1.- La  interposición de reclamación económico-administrativa no suspenderá por sí sola la ejecución del acto impugnado salvo que conforme a su normativa específica la ejecución deba quedar demorada hasta que finalice el procedimiento de la reclamación.


2.- No obstante, a solicitud del interesado, el órgano de recaudación competente o el órgano autor del acto podrán conceder la suspensión de ejecución conforme a su normativa específica.


3.- Si la reclamación no afecta a la totalidad del acto la suspensión se referirá exclusivamente a la parte recurrida.


4.- El Organismo Jurídico Administrativo será competente para tramitar y resolver las solicitudes de suspensión de ejecución con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 19.- Suspensión por el Tribunal económico-administrativo.


1.- La suspensión de ejecución del acto o del componente del acto contra el que se haya promovido una reclamación económico-administrativa puede solicitarse en cualquier momento mientras dure la sustanciación de la reclamación.


2.- La petición de suspensión de ejecución del acto o del componente del acto impugnado se dirigirá al Organismo Jurídico Administrativo exclusivamente en los siguientes supuestos:

a) Cuando la petición se fundamente en que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

b) Cuando la petición se fundamente en que el acto impugnado incurre en error aritmético, material o de hecho.


3.- Fuera de los casos previstos en el apartado anterior, la petición de suspensión de ejecución del acto impugnado mediante reclamación económico-administrativa se dirigirá al órgano competente para su recaudación o al órgano que lo dictó.


Contra la denegación podrá interponerse un incidente en la reclamación económico-administrativa relativa al acto cuya suspensión se solicitó. 


4.- La solicitud de suspensión que no esté vinculada a una reclamación económico-administrativa anterior o simultánea a dicha solicitud carecerá de eficacia sin necesidad de acuerdo expreso de inadmisión.


5.- La solicitud ante el Organismo Jurídico Administrativo se formalizará en escrito independiente del de interposición de la reclamación, se acogerá a dispensa parcial o total de garantías e irá acompañada de los documentos que acrediten la causa alegada. En particular, se aportará la siguiente documentación:

a) Cuando la solicitud se fundamente en que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación, deberá acreditarse dicha circunstancia. En este caso, de solicitarse la suspensión con dispensa parcial de garantías, se detallará la naturaleza y características de las garantías que se ofrecen, los bienes o derechos sobre los que se constituirán y su valoración realizada por perito con titulación suficiente.

b) Cuando la solicitud se fundamente en que el acto impugnado incurre en error aritmético, material o de hecho, se justificará la concurrencia del error.


6.- Si la solicitud no reúne los requisitos necesarios se requerirá al interesado para que subsane las deficiencias en un plazo de 10 días. La falta de incorporación de la documentación acreditativa de la causa alegada no dará lugar al trámite de subsanación.


7.- El Tribunal decidirá la inadmisión a trámite de la solicitud:

a) Cuando a la solicitud no se acompañe documentación acreditativa.

b) Cuando el requerimiento de subsanación no haya sido atendido.

c) Cuando el requerimiento haya sido objeto de contestación pero no se entiendan subsanados los defectos.

d) Cuando no pueda deducirse de la documentación incorporada a las actuaciones la existencia de indicios de los perjuicios de imposible o difícil reparación o la existencia de error aritmético, material o de hecho.


8.- La inadmisión a trámite supondrá que la solicitud de suspensión se tiene por no presentada a todos los efectos. El acuerdo de inadmisión no será susceptible de recurso en vía administrativa.


9.- La admisión a trámite producirá efectos suspensivos desde la presentación de la solicitud, se notificará al interesado y se comunicará al órgano competente.

Artículo 20.- Resolución de la solicitud de suspensión de ejecución.


1.- Con carácter previo a la resolución, cuando la solicitud de suspensión se haya formulado en modalidad de dispensa parcial de garantías y se haya admitido a trámite, el Tribunal podrá solicitar al órgano competente del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos un informe sobre la suficiencia jurídica y económica de las garantías ofrecidas, así como sobre la existencia de otros bienes susceptibles de ser prestados como garantía.


2.- El Tribunal dictará resolución expresa que otorgue o deniegue la suspensión. En los supuestos de concesión de la suspensión con dispensa parcial de garantías, el acuerdo especificará las que deban constituirse en el plazo de los dos meses siguientes ante el órgano competente y que la eficacia de la concesión quedará condicionada a la formalización de las garantías.


3.- Contra la denegación podrá interponerse el correspondiente recurso contencioso-administrativo.

Artículo 21.- Efectos de la suspensión.


1.- La suspensión concedida tendrá efectos desde la fecha de la solicitud.


2.- El Organismo Jurídico Administrativo podrá modificar la resolución de concesión de la suspensión cuando tenga conocimiento de que no se mantienen las condiciones que la motivaron, de que las garantías aportadas han perdido valor o efectividad o de la existencia de otros bienes o derechos susceptibles de ser entregados en garantía que no hubieran sido conocidos en el momento de dictarse la resolución.


En estos supuestos, se notificarán al interesado las nuevas circunstancias para que pueda alegar lo que convenga a su derecho en un plazo de 10 días.


3.- El Tribunal decidirá en el plazo del mes siguiente si la suspensión concedida se mantiene en los mismos términos o si la revoca total o parcialmente.


4.- Contra la resolución que revoque la suspensión podrá interponerse recurso contencioso-administrativo.


5.- Si el interesado que hubiese obtenido la suspensión interpone recurso contencioso administrativo contra el acuerdo o la resolución que puso término a la reclamación, solicita la suspensión y así lo hace saber a la Administración dentro del plazo de interposición del recurso, se mantendrá la suspensión hasta que el órgano judicial adopte la decisión correspondiente.

CAPÍTULO II

Procedimientos económico-administrativos

Sección 1ª Normas generales

Artículo 22.- Cómputo de plazos.

1.- El procedimiento se impulsará de oficio con sujeción a los plazos establecidos, que no serán susceptibles de prórroga ni precisarán que se declare su finalización.


2.- Los plazos se contarán a partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación del acto de que se trate o a partir del día siguiente a aquél en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.


3.- En los plazos señalados por meses o años, si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquél en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes. Cuando el último día del plazo sea inhábil, el plazo finalizará el primer día hábil siguiente.

Artículo 23.- Domicilio para notificaciones.


1.- Todos los actos que afecten a los interesados o pongan término al procedimiento económico-administrativo serán notificados a aquéllos en el domicilio señalado, con indicación de los recursos que, en su caso, procedan.


2.- La notificación podrá practicarse mediante correo certificado o por un funcionario habilitado al efecto que extenderá una diligencia de constancia de hechos para su incorporación al expediente.


3.- Cuando en el expediente de la reclamación figuren varios domicilios señalados por el interesado o su representante, se notificará en el último señalado.


4.- Cuando no sea posible efectuar la notificación por causas no imputables al Tribunal, e intentado al menos dos veces, se harán constar en el expediente las circunstancias de los intentos. Se realizará uno sólo cuando el destinatario conste como desconocido o trasladado.


En estos supuestos se citará al interesado o a su representante, mediante anuncio que se publicará en el BOTHA, para ser notificado mediante comparecencia personal ante la Secretaría del Tribunal dentro del plazo de los quince días naturales siguientes a la publicación del anuncio.


Si la comparecencia no tiene lugar o se produce después de transcurrido el plazo, la notificación se entenderá realizada a todos los efectos legales el día siguiente al del vencimiento del plazo señalado.


5.- En todo lo no previsto en este artículo serán de aplicación las normas administrativas generales sobre régimen de notificaciones. 

Artículo 24.- Obtención de copias certificadas.


1. Los interesados podrán solicitar por escrito la expedición de copia certificada de extremos concretos contenidos en el expediente de la reclamación o recurso económico-administrativo, sin que por tal motivo se vean interrumpidos los plazos establecidos.


2. La expedición de copias certificadas se solicitará por los particulares de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento de los servicios públicos, mediante petición individualizada de las copias de los documentos que se soliciten, sin que quepa formular, salvo para su consideración con carácter potestativo, una solicitud genérica sobre el contenido del expediente en su conjunto.


3.- Las copias certificadas se expedirán por el Secretario y se guardará en las actuaciones acreditación de su entrega al interesado o de la denegación de las mismas.


4.- El Secretario podrá denegar la expedición cuando concurran las circunstancias del apartado 2 o cuando se trate de información que deba permanecer reservada de conformidad con la normativa vigente.

Artículo 25.- Presentación, desglose y devolución de documentos.

1.- Al presentar un documento distinto de los escritos que conforman la propia reclamación o el recurso, los interesados podrán acompañarlo de una copia para que la Secretaría devuelva el original previo cotejo de la copia, salvo que la propia naturaleza del documento aconseje que su devolución no se efectúe hasta la resolución definitiva.


2.- Una vez finalizado el procedimiento, los interesados podrán pedir el desglose y devolución de los documentos de prueba presentados por ellos durante la sustanciación de la reclamación. La Secretaría realizará las actuaciones necesarias guardando copia cotejada del documento y acreditación de la devolución.

Artículo 26.- Costas del procedimiento.


1.- El Organismo Jurídico Administrativo podrá apreciar la existencia de temeridad o mala fe del reclamante a los efectos de exigirle que sufrague las costas del procedimiento cuando se produzcan peticiones o se promuevan recursos con manifiesto abuso de derecho.

En particular podrá ser apreciada cuando se planteen reclamaciones o recursos con una finalidad exclusivamente dilatoria. Será necesario que dichas circunstancias estén debidamente motivadas.


2.- Cuando se imponga al reclamante el pago de las costas, éstas se cuantificarán atendiendo al coste medio del procedimiento, a la complejidad de la reclamación y a las circunstancias que resulten relevantes.


3.- Para el ingreso de las costas se señalará un período voluntario de pago no inferior a un mes, contado desde el día siguiente al de recepción de la liquidación. Transcurrido dicho plazo, si no se hubieran hecho efectivas, se procederá a su exacción por el procedimiento de apremio.


4.- No se impondrán las costas del procedimiento cuando la reclamación hubiese sido estimada total o parcialmente.

Sección 2ª Procedimiento general económico-administrativo
Artículo 27.- Iniciación


1.- La reclamación económico-administrativa se iniciará mediante escrito de interposición dirigido al Organismo Jurídico Administrativo de Álava y firmado, en el que se identificará al interesado, con nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal, y se indicará el acto o la actuación contra los que se reclama y el domicilio a efectos de notificaciones. 


La indicación del objeto material de la reclamación podrá realizarse mediante la aportación de copia del documento que contenga el acto o la actuación impugnados, o el recurso o la solicitud presentados en los casos de silencio administrativo.


2.- Así mismo, en el escrito de interposición el compareciente formulará cuantas pretensiones y alegaciones convengan a su derecho o solicitará que la reclamación se tenga por interpuesta y se le ponga de manifiesto el expediente para formalizar alegaciones.


3.- Cuando se actúe mediante representación, se indicará la identificación completa del representante y se acompañará además la documentación que la acredite.


4.- Si el escrito de iniciación no reúne los requisitos que señala el apartado 1, o no se acredita la representación, la Secretaría dispondrá un plazo de 10 días para que el compareciente subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con advertencia de inadmisibilidad de la reclamación y archivo de las actuaciones en caso de incumplimiento.

Artículo 28.- Plazo de interposición.


1.- La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado.


2.- Si se hubiera interpuesto previamente recurso de reposición y éste no se hubiera resuelto, podrá interponerse reclamación económico-administrativa a partir del día siguiente a aquél en que se produzcan los efectos del silencio administrativo en tanto no se notifique la resolución expresa.


3.- En supuestos distintos al del apartado anterior, podrá interponerse reclamación económico-administrativa a partir del día siguiente a aquél en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo.


4.- Cuando en el plazo establecido para recurrir se hubieran interpuesto recurso de reposición y reclamación económico-administrativa contra un mismo acto, se declarará la inadmisibilidad de la reclamación si el recurso de reposición se interpuso antes. La misma declaración procederá si se hubieran interpuesto simultáneamente.

Artículo 29.- Petición del expediente.


1.- Recibido un escrito de reclamación ante el Organismo Jurídico Administrativo, la Secretaría solicitará de la dependencia que corresponda el envío del expediente que hubiera producido el acto administrativo que se impugne.


2.- El expediente se remitirá al Tribunal en el término de quince días, bajo la personal y directa responsabilidad del Jefe de la dependencia en que obrasen los antecedentes. Si no pudiera enviarse en el plazo indicado, se comunicará, en el mismo plazo, las causas que lo impidan.


La remisión o la incorporación del expediente podrá efectuarse por técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos que garanticen la autenticidad e integridad de los documentos.


3.- El expediente a que se refieren los apartados anteriores comprenderá todos los antecedentes, declaraciones y documentos que se tuvieron en cuenta para dictar el acto administrativo impugnado y los justificantes de su notificación al interesado. 


4.- Con el expediente se remitirá también el informe del Jefe de la Oficina en la que se dictó el acto o de la Inspección que instruyó el procedimiento antecedente cuando, en general, no consten expresamente los motivos o fundamentos que determinaron el acto administrativo objeto de la reclamación o la emisión de informe sea preceptiva.


5.- Si no se remitiese el expediente, la Secretaría reiterará la petición para su cumplimiento en un nuevo plazo de cinco días, con la advertencia de que la reclamación podrá seguir a instancia del interesado con los antecedentes que éste pueda aportar.


6.- En cualquier momento anterior a la terminación del procedimiento de la reclamación el Tribunal podrá solicitar que se complete el expediente.

Artículo 30.- Alegaciones.

1.- Una vez recibido el expediente, la Secretaría lo pondrá de manifiesto a los interesados que hubieran comparecido en la reclamación y no hubiesen formulado alegaciones o las hubiesen formulado pero con la solicitud expresa de este trámite, por plazo común de un mes.


2.- Con las alegaciones se expresarán los hechos en que el interesado basa su pretensión, los motivos o fundamentos jurídicos de la misma, las pruebas que aporta o propone de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 33 y la pretensión correspondiente.


3.- Si durante el plazo de alegaciones el interesado estimase que el expediente está incompleto podrá solicitar que se complete. La petición, que podrá formularse una sola vez, detallará los antecedentes que deban integrar el expediente conforme a las normas que lo regulan. La petición suspenderá el plazo del trámite de alegaciones.


4.- Denegada la petición, o recibidos los antecedentes o la declaración de que éstos no existen o de que no forman parte del expediente, la Secretaría notificará la reanudación del plazo de alegaciones por el tiempo que quedara en el momento de la solicitud.


5.- Igualmente procederá un trámite de alegaciones, reducido a 10 días, cuando después de formuladas se haya completado el expediente o emitido un informe o cuando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 se hayan personado otros interesados.

Artículo 31.- Tramitación abreviada.

1.- Si del propio escrito de interposición o de los documentos o antecedentes aportados por el interesado resultan acreditados todos los hechos necesarios para resolver o éstos pueden tenerse por ciertos, o cuando de aquéllos resulta evidente un motivo de inadmisibilidad, se podrá prescindir de los trámites señalados en los dos artículos precedentes.


2.- Si conforme a lo dispuesto en el apartado anterior el Tribunal dicta acuerdo o resolución sin haber examinado el expediente de gestión, motivará expresamente la omisión de los aludidos trámites.

Artículo 32.- Incidentes.


1.- Podrán plantearse como incidentes aquellas cuestiones que se susciten durante la tramitación de las reclamaciones económico-administrativas y se refieran a extremos que, sin constituir el fondo del asunto, estén relacionadas con el mismo o con la validez del procedimiento y cuya resolución sea requisito previo y necesario para la tramitación de la reclamación y no pueda aplazarse hasta que recaiga acuerdo sobre el fondo del asunto.


2.- Igualmente podrán plantearse incidentes contra las resoluciones que inadmitan a trámite las solicitudes de suspensión o que denieguen la suspensión de ejecución del acto impugnado en vía económico-administrativa dictadas por los órganos a los que se refiere el apartado 2 del artículo 18 de este Reglamento.


3.- Los incidentes de ejecución se regirán por lo dispuesto en el artículo 41 de este Reglamento. 


4.- Los incidentes se plantearán en el plazo de 15 días contados a partir del siguiente a aquél en que se tenga constancia fehaciente del hecho o acto que los motive.


5.- Se rechazarán de plano los incidentes cuando no se hallen comprendidos en los apartados 1 y 2 anteriores, sin perjuicio de que la cuestión pueda plantearse de nuevo al formular el recurso procedente contra el acuerdo o la resolución que ponga término a la reclamación.


6.- La resolución que ponga término al incidente no será susceptible de recurso en vía administrativa.

Artículo 33.- Pruebas e informes.


1.- En los procedimientos económico-administrativos serán de aplicación las normas que sobre medios y valoración de prueba se contienen en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, salvo que la normativa específica establezca otra cosa.


2.- Las pruebas serán fundamentalmente documentales. No obstante, cuando la naturaleza del caso lo requiera, podrán valorarse pruebas periciales, testificales o declaraciones de parte.


3. Los interesados podrán completar el expediente acompañando a sus escritos dictámenes técnicos y, en general, todos los documentos públicos o privados que puedan convenir a su derecho, cuya fuerza de convicción será apreciada por el Tribunal al dictar la resolución que ponga fin al procedimiento.


Dicha resolución no entrará a examinar las pruebas aportadas relativas a hechos que no sean relevantes para el conocimiento de las cuestiones debatidas, bastando con su enumeración.


4.- Los interesados podrán proponer, además, aquellas pruebas documentales que sean relevantes para la resolución de la reclamación y que les resulten de imposible aportación, señalando, en su caso, el lugar donde se encuentren.


5.- Mediante resolución del Secretario se inadmitirán o denegarán las pruebas propuestas cuando sean ilícitas, se refieran a hechos que no guarden relevancia para la decisión de las pretensiones ejercitadas o no aporten datos distintos a los ya obrantes en el expediente.


6.- El Tribunal podrá acordar la apertura de un período de prueba por plazo de 10 días, a fin de que los interesados acrediten los hechos alegados que no resulten del expediente administrativo.


Asimismo podrá, de oficio, acordar la práctica de las pruebas que estime oportunas para la resolución de la reclamación.


7.- El expediente de la reclamación, con el resultado de las pruebas acordadas de oficio, se pondrá de manifiesto a los interesados para que dentro de un plazo de 10 días puedan concluir alegaciones.


8.- Las resoluciones y los acuerdos a los que se refieren los apartados 5 y 6 tendrán carácter de actos de trámite y contra ellos no se dará recurso.


9.- El Tribunal podrá requerir los informes que considere necesarios o convenientes para la resolución de la reclamación, al órgano que dictó el acto impugnado o a otros órganos administrativos.


En este supuesto, se pondrá de manifiesto el expediente de la reclamación a los interesados para que en un plazo de 10 días aleguen lo que estimen procedente.


10.- A los efectos del plazo máximo para notificar la resolución, no se incluirá el período empleado por otros órganos administrativos para remitir los informes a que hace referencia el apartado anterior. Los períodos no incluidos en el cómputo del plazo no podrán ser superiores a dos meses.
Artículo 34.- Práctica de la prueba.


1.- El Secretario notificará a todos los interesados personados en el procedimiento, con antelación suficiente, el inicio de las actuaciones necesarias para la práctica de las pruebas admitidas o acordadas de oficio.


2.- En la notificación se consignará el lugar, fecha y hora en que se practicarán, con la advertencia, en su caso, de que los interesados pueden nombrar técnicos que les asistan.


3.- Todo lo actuado durante la práctica de la prueba se recogerá en acta levantada por el Secretario, que se pondrá de manifiesto a todos los interesados para que en el plazo de 10 días puedan concluir alegaciones.


4.- En los casos en los que, a propuesta de los interesados, deban practicarse pruebas cuya realización implique gastos, el Tribunal podrá exigir su anticipo, a reserva de la liquidación definitiva una vez practicada la prueba.

Artículo 35.- Extensión de la revisión.


1.- Las reclamaciones económico-administrativas someten a conocimiento del Organismo Jurídico Administrativo de Álava, para su resolución, todas las cuestiones de hecho y de derecho que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas por los interesados. La resolución en ningún caso podrá empeorar la situación inicial del reclamante.


2.- Si el Tribunal estima pertinente examinar y resolver cuestiones no planteadas por los interesados pero necesarias para decidir sobre la pretensión, las expondrá a los que estuvieran personados y les concederá un plazo de 10 días para que formulen alegaciones.

Artículo 36.- Terminación.


1.- El procedimiento finalizará por renuncia al derecho en que la reclamación se fundamenta, por desistimiento de la reclamación, por caducidad de la instancia, por satisfacción extraprocesal, por imposibilidad material y sobrevenida de continuarlo y por resolución.


2.- Cuando se produzca la renuncia o el desistimiento del reclamante, la caducidad de la instancia, la satisfacción extraprocesal o la imposibilidad material y sobrevenida de continuar el procedimiento, se acordará el archivo de las actuaciones.

Artículo 37.- Resolución.

1.- Las resoluciones contendrán los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en que se basen y decidirán todas las cuestiones que se susciten en el expediente.


2.- La resolución podrá ser estimatoria, desestimatoria o declarar la inadmisibilidad. La resolución estimatoria podrá anular total o parcialmente el acto impugnado por razones de derecho sustantivo o por defectos formales.


3.- Cuando la resolución aprecie defectos formales, y se hayan disminuido las posibilidades de defensa del reclamante o el Tribunal no estime procedente resolver sobre el fondo del asunto, se producirá la anulación del acto en la parte afectada y se ordenará la retroacción de las actuaciones al momento en que se produjo el defecto formal.


4.- Se declarará la inadmisibilidad en los siguientes supuestos:

a) Cuando se impugnen actos o actuaciones no susceptibles de reclamación en vía económico-administrativa.

b) Cuando falte la identificación del acto o actuación contra el que se reclama.

c) Cuando la pretensión no guarde relación con el acto o actuación recurridos.

d) Cuando la pretensión no haya sido planteada con anterioridad ante la Administración competente.

e) Cuando la reclamación se haya presentado fuera de plazo.

f) Cuando concurran defectos de legitimación o de representación.

g) Cuando el Tribunal resulte incompetente.

h) Cuando exista un acto firme y consentido que sea el fundamento exclusivo del acto objeto de la reclamación, cuando se recurra contra actos que reproduzcan otros anteriores definitivos y firmes o contra actos que sean confirmatorios de otros consentidos, así como cuando exista cosa juzgada.

Artículo 38.- Plazo de resolución.


1.- El acuerdo o la resolución que ponga término a la reclamación económico-administrativa se notificará en un plazo máximo de un año contado desde la interposición de la reclamación. A estos efectos no se computarán las interrupciones por dilaciones no imputables al Tribunal y será suficiente acreditar que dentro de dicho plazo se ha intentado notificar. 


2.- Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado anterior, el interesado podrá considerar desestimada la reclamación al objeto de interponer el recurso procedente, sin perjuicio de la obligación del Tribunal de resolver expresamente.

Artículo 39.- Recurso de anulación.

1.- Con carácter previo, en su caso, a la interposición del recurso contencioso-administrativo, y sin que se altere el plazo de interposición de éste, podrá interponerse ante el Organismo Jurídico Administrativo recurso de anulación, en el plazo de 15 días, exclusivamente en los siguientes casos:

a) Cuando el recurso se fundamente en la incorrecta inadmisibilidad de la reclamación.

b) Cuando se hayan declarado inexistentes las alegaciones o pruebas oportunamente presentadas.

c) Cuando se alegue la existencia de incongruencia completa y manifiesta de la resolución.

d) Cuando se haya declarado el archivo de la reclamación por renuncia o desistimiento del reclamante, por caducidad de la instancia, por satisfacción extraprocesal o por imposibilidad material y sobrevenida de continuar el procedimiento.


2.- El escrito de interposición incluirá las alegaciones y adjuntará las pruebas pertinentes.


3.- El Tribunal resolverá sin más trámite en el plazo de un mes. El transcurso del plazo sin que se haya producido la notificación del acuerdo o la resolución determinará que el recurso se entienda desestimado.


4.- El acuerdo o la resolución que se dicte como consecuencia del recurso de anulación podrá ser impugnado al formular el recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo o la resolución que puso fin a la reclamación.


No obstante, cuando se notifique después de transcurrido el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo o la resolución que puso término a la reclamación, podrá ser impugnado de forma independiente.

Artículo 40.- Efectos de la resolución.

1.- Las resoluciones firmes del Organismo Jurídico Administrativo de Álava no podrán ser revisadas en vía administrativa, cualquiera que sea la causa alegada, salvo por el procedimiento especial de revisión de actos nulos de pleno derecho previsto en el artículo 224 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, o por los procedimientos de recurso extraordinario de revisión y rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos del Capítulo III de este Reglamento.


2.- En ningún caso serán revisables cuando hayan sido confirmadas por sentencia judicial firme.


3.- Las resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas se ejecutarán en el plazo establecido y en sus propios términos, que no podrán ser discutidos de nuevo.


4.- Se exceptúan de la ejecución prevista en el apartado anterior los casos en que en vía administrativa se hubiera acordado la suspensión de la ejecución del acto inicialmente impugnado y dicha suspensión se mantuviera en otras instancias.


5.- Los órganos que deban ejecutar las resoluciones podrán solicitar al Organismo Jurídico Administrativo aclaración de la resolución.


6.- Los actos resultantes de la ejecución se notificarán a los interesados en el plazo de un mes desde que la resolución haya tenido entrada en el Registro del Departamento u órgano competente para la ejecución. En la notificación de los mismos se indicarán las prevenciones de los apartados 1 y 5 del artículo siguiente.


7.- Si como consecuencia de la estimación de la reclamación hubiera que devolver cantidades ingresadas, el interesado tendrá derecho al interés de demora. 


8.- Cuando la resolución estime total o parcialmente la reclamación y deba practicarse una nueva liquidación, se conservarán los actos no afectados por la causa de anulación y se aplicarán los intereses de demora que correspondan, a la cantidad que en su caso hubiera sido ingresada y a la resultante de la nueva liquidación, compensándose de oficio si resultan cantidades a ingresar y a devolver.


9.- En los casos en que la ejecución hubiera estado suspendida y deban ingresarse cantidades por haber sido resuelta la reclamación, se aplicarán los intereses de demora correspondientes al período de suspensión, con las especificaciones previstas en la normativa de aplicación.


10.- En la ejecución de las resoluciones serán de aplicación las normas sobre transmisibilidad, conversión de actos viciados, conservación de actos y trámites y convalidación previstas en las disposiciones generales de derecho administrativo.

Artículo 41.- Incidente de ejecución.


1.- Si el interesado considera que los actos de ejecución no se acomodan a lo resuelto podrá formular incidente de ejecución ante el Organismo Jurídico Administrativo en el plazo de 15 días contados a partir del siguiente al de notificación de los actos de ejecución.


2.- La sustanciación del incidente se regirá por las normas del procedimiento general y se suprimirán de oficio todos los trámites que no sean indispensables para resolverlo.


3.- El Tribunal declarará la inadmisibilidad del incidente de ejecución cuando se plantee respecto de cuestiones no planteadas o no resueltas en la reclamación en la que se dictó el acto a ejecutar o cuando concurra alguno de los supuestos de inadmisibilidad regulados en el apartado 4 del artículo 37 de este Reglamento.


4.- Contra la resolución a la que de lugar el incidente no se dará recurso en vía administrativa.


5- Si el acto de ejecución plantease cuestiones no resueltas podrá formularse reclamación económico-administrativa respecto de tales cuestiones nuevas.

Sección 3ª Procedimiento contra actuaciones u omisiones de los particulares

Artículo 42.- Procedimiento en las reclamaciones contra actuaciones u omisiones de los particulares en materia tributaria.


1.- Se regirán por lo dispuesto en este artículo y, en su defecto, por las normas relativas al procedimiento general económico-administrativo, las reclamaciones contra las actuaciones u omisiones de los particulares en materia tributaria previstas en el artículo 3.4 de este Reglamento.


2.- Será competente el Organismo Jurídico Administrativo de Álava para el conocimiento y resolución de dichas reclamaciones:

a) En el caso de retenciones y otros pagos a cuenta, cuando les resulte de aplicación la normativa alavesa de acuerdo con lo previsto en el Concierto Económico.

b) En el caso de repercusiones de tributos, cuando la operación se entienda realizada en el Territorio Histórico de Álava de acuerdo con lo previsto en el Concierto Económico.


3.- La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a aquél en que quede constancia de la realización u omisión de la retención o ingreso a cuenta, de la repercusión motivo de la reclamación o de la sustitución derivada de las relaciones entre el sustituto y el contribuyente.


Tratándose de reclamaciones relativas a la obligación de expedir y entregar factura que incumbe a empresarios y profesionales, dicho plazo empezará a contarse transcurrido un mes desde que se haya requerido formalmente el cumplimiento de dicha obligación.


4.- El procedimiento se iniciará mediante escrito dirigido al Organismo Jurídico Administrativo de Álava, que podrá limitarse a solicitar que se tenga por interpuesta la reclamación o acompañar las alegaciones en que el reclamante base su derecho.


El escrito de interposición contendrá, además de las menciones generales, la identificación de la persona recurrida y su domicilio. 


El reclamante adjuntará todos los antecedentes que obren a su disposición o en registros públicos y, en todo caso, los determinantes de la competencia del Tribunal.


La ausencia de estos datos o antecedentes dará lugar, previo el requerimiento de subsanación previsto en el artículo 27.4 de este Reglamento, a la inadmisibilidad de la reclamación y al archivo de las actuaciones.


5.- Una vez recibido en el Tribunal el escrito de interposición, se notificará de inmediato a la persona recurrida para que, en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente al de su notificación, comparezca, mediante escrito de mera personación, adjuntando todos los antecedentes que obren a su disposición o en registros públicos. 


Su personación en un momento posterior del procedimiento no podrá perjudicar al recurrente ni reabrir trámites o plazos concluidos con anterioridad.


La falta de comparecencia del reclamado determinará que pueda continuarse el procedimiento con sólo los antecedentes que proporcione el reclamante, sin perjuicio de las facultades instructoras del Tribunal.


6.- El Tribunal podrá solicitar que se completen los antecedentes, de oficio o a instancia del interesado.


En el caso de que el reclamante no hubiese formulado alegaciones en el escrito de interposición o las hubiese formulado pero con la solicitud expresa de este trámite, las actuaciones se pondrán de manifiesto, sucesivamente, al reclamante y al reclamado, por períodos de un mes, pudiéndose formular alegaciones, en cada uno, con aportación o proposición de las pruebas oportunas. 


En otro caso, será suficiente con la puesta de manifiesto de las actuaciones exclusivamente al reclamado, para que en el plazo de un mes previsto en el apartado anterior para la personación pueda formular alegaciones y aportar o proponer las pruebas que estime oportunas.


7.- La resolución declarará si es procedente la actuación impugnada y, en su caso, determinará su cuantía, formulando las declaraciones de derechos u obligaciones pertinentes. Dicha resolución se notificará a ambas partes, que podrán ejercitar contra ella los recursos correspondientes.


8.- La resolución de la reclamación interpuesta contra una actuación u omisión de retención o ingreso a cuenta podrá extender sus efectos a todas las actuaciones u omisiones posteriores a la interposición de la reclamación que sean idénticas en cuanto al fondo a la citada en el escrito de interposición de la reclamación y que reúnan los requisitos procedimentales exigibles. Para ello, el interesado presentará, en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente al de notificación de la resolución, los documentos en los que consten las citadas actuaciones u omisiones de retención o ingreso a cuenta.


El Tribunal dictará un acuerdo en ejecución de la resolución en el que se relacionarán todas las actuaciones u omisiones de retención o ingreso a cuenta a las que la resolución deba extender sus efectos.
CAPÍTULO III

RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN, PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECTIFICACIÓN DE ERRORES Y RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

Sección 1ª Recurso extraordinario de revisión.

Artículo 43.- Recurso extraordinario de revisión.


1.- El recurso extraordinario de revisión podrá interponerse por los interesados, por el Director de Hacienda en materias de su competencia, o por otros órganos del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos que se determinen reglamentariamente, contra los actos administrativos firmes relativos a las materias del artículo 2 y contra los acuerdos y resoluciones firmes del Organismo Jurídico Administrativo de Álava cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que aparezcan documentos de valor esencial para la decisión que fueran posteriores al acto, acuerdo o resolución recurridos o de imposible aportación al tiempo de dictarse los mismos y que evidencien el error en que el acto, acuerdo o resolución incurrieron.

b) Que al dictar el acto, el acuerdo o la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme anterior o posterior a aquéllos.

c) Que el acto, el acuerdo o la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.


2.- Se declarará la inadmisibilidad del recurso cuando se aleguen circunstancias distintas a las previstas en el apartado 1 anterior.


3.- El recurso se interpondrá en el plazo de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que quedó firme la sentencia judicial.


4.- La ejecución del acto, acuerdo o resolución impugnado mediante este recurso no se suspenderá en ningún caso.


5.- El plazo máximo para la notificación de la resolución del recurso será de un año contado desde la interposición y contra la resolución no se dará recurso en vía administrativa. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerarlo desestimado al objeto de interponer el recurso procedente. 
Sección 2ª Rectificación de errores de los acuerdos y resoluciones.

Artículo 44.- Rectificación de errores.


1.- El órgano que hubiera dictado el acuerdo o la resolución que puso fin al procedimiento económico-administrativo, de oficio o a instancia del interesado, rectificará los errores materiales, de hecho o aritméticos que contengan el acuerdo o la resolución, siempre que no hubiera transcurrido el plazo de prescripción.


En particular, se rectificarán por este procedimiento los acuerdos y resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas en los que se hubiera incurrido en error de hecho que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.


La resolución corregirá el error en la cuantía o en cualquier otro elemento del acuerdo o resolución que se rectifica.


2.- Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, formulará las alegaciones en el escrito de iniciación y el Tribunal resolverá sin más trámite cuando no tenga en cuenta otros hechos, alegaciones o pruebas distintos de los alegados o aportados por el interesado. En caso contrario, le notificará la propuesta de resolución para que pueda alegar lo que convenga a su derecho en el plazo de 15 días.


3.- Cuando el procedimiento se inicie de oficio y la rectificación se realice en beneficio de los interesados, se notificará conjuntamente el acuerdo de iniciación y la propuesta de rectificación, a efectos de que el interesado pueda presentar las alegaciones que estime convenientes en el plazo de 15 días.


4.- La resolución que ponga fin al procedimiento se notificará al interesado en un plazo máximo de seis meses contados desde que presentó la petición o desde la notificación del inicio de oficio del procedimiento. El transcurso del plazo producirá  la desestimación por silencio administrativo o la caducidad del procedimiento, respectivamente.


5.- La ejecución del acuerdo o la resolución sometidos a rectificación se suspenderá, en su caso, durante la tramitación del procedimiento.


6.- La resolución que se dicte en este procedimiento no será susceptible de recurso en vía administrativa.
Sección 3ª Recurso contencioso-administrativo

Artículo 45.- Recurso contencioso-administrativo.

Los acuerdos y resoluciones que pongan fin a la vía económico-administrativa serán susceptibles de recurso contencioso-administrativo ante el órgano jurisdiccional competente.

Disposición derogatoria única.- Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente Decreto Foral y, en particular, el Decreto Foral 919/1988, de 31 de mayo, de reforma del Organismo Jurídico Administrativo de Álava, en lo que pudiera estar en vigor, y el Decreto Foral 117/1993, de 30 de marzo, de estructura orgánica y funcional del Organismo Jurídico Administrativo de Álava, con excepción del artículo 8 que regula la organización interna de la Secretaría.

Disposición final primera.- Se habilita al Diputado General para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución del presente Decreto Foral.

Disposición final segunda.- El presente Decreto Foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL del Territorio Histórico de Álava.

Vitoria-Gasteiz, a 30 de enero de 2007.- Diputado General, Ramón Rabanera Rivacoba.- Director de la Secretaría Técnica del Diputado General.- Luis Viana Apraiz.
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